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Exp. 444/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 678/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., diecisiete de marzo de dos mil veintidós. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 678/2021/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiuno de septiembre del dos mil veintiuno, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas (CEEAV), por el acto que a continuación se precisa:
“La resolución administrativa definitiva dictada en el expediente ********** de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno”

II.- Mediante proveído de veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno, se requirió a la parte actora para que dentro del término de cinco días, aclarara y precisara el acto impugnado, en razón de que de una revisión a los anexos que exhibió a su demanda, no se advirtió  que haya acompañado la resolución que contiene el Plan de Reparación Integral del expediente **********, sin embargo exhibe la resolución **********.
III.- Por auto de fecha diez de noviembre de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no contestar la demanda dentro del plazo que le fue indicado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

IV.- En proveído de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se tuvo al Licenciado ********** en su carácter de Director General y Encargado de Despacho de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí, por dando contestación ad cautelam de la demanda entablada en su contra; por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora, la documental que anexó a su escrito inicial de demanda, consistente en:  

1.- Resolución **********, de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno, acto impugnado;

2.- Acuse del escrito dirigido al Gobernador del Estado de San Luis Potosí, de cinco de marzo de dos mil diecinueve;
3.- Oficio **********, de veintisiete de mayo de dos mil diecinueve, firmado por el Director Jurídico de la Secretaria de Seguridad Pública;

4.- Oficio de notificación a la resolución **********, de diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, documental que detalla en el punto 1 de las pruebas de su demanda;

5.- Instrumental de actuaciones; y

6.- Presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada:
1.- Digitalización de los documentos que integran el expediente ********** y la resolución del mismo, documentales que detalla en los puntos 1 y 2 de su oficio de contestación de demanda de cuenta; asimismo, se desprende que dichos documentos se encuentran dentro del CD- ROM que anexo a su oficio; 

2.- Instrumental de actuaciones; 

3.- Presuncional lógica, legal y humana; y

Por último, se señalaron las once horas del veintiocho de febrero de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, y se hizo relación de las constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.

SEGUNDO.- De La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con  el  artículo  231 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el documento consistente en el **********, documento fundatorio visible en fojas 15 a la 32 de los presentes autos; con el valor probatorio que le confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
Respecto a la autoridad demandada; compareció el Licenciado ********** en su carácter de Director General y Encargado de Despacho de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí; personalidad que quedo acreditada en auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando primero y Considerando Segundo de esta sentencia, los cuales corren agregados a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes; documento público, los cuales ya fueron debidamente valorados.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a) En ese sentido la autoridad demandada al contestar la demanda manifiesta que es improcedente el juicio de nulidad que se resuelve, debido a que el acto impugnado no se encuentra señalado por el actor, por lo que al no precisarlo no se advierte cuáles son los efectos a considerar, y en consecuencia no se observa afectación alguna a sus intereses jurídicos o legítimos.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, la causal de improcedencia del juicio de nulidad resulta ser infundada, ya que como fue señalado en el Considerando Segundo el acto impugnado se hace consistir en **********, documento fundatorio visible en fojas 15 a la 32 de los presentes autos; la cual tiene pleno  valor probatorio según lo establecido en el artículo 72 fracción I del citado Código.
Por otra parte, la autoridad demandada hace valer diversas excepciones como la de sine actione legis, falta de derecho, e imprecisión de la demanda, ello en virtud de que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, y que cumple con los elementos establecidos por el artículo 164 y 165  del Código Procesal Administrativo del Estado.

A juicio de esta Sala Unitaria las excepciones hechas valer por la autoridad demandada, resultan ser improcedentes, ya que las mismas son de resolverse en el fondo del asunto. 
 Por otra parte, y de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento sin que advirtiera que en la especie se actualizara causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que resulta procedente entrar al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 05 a la 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede al estudio del único concepto de impugnación que hizo valer el demandante en el escrito de demanda, en el cual esencialmente plantea lo siguiente:
“…

En cuanto a la resolución Administrativa Definitiva que contiene el Plan de Reparación Integral emitida en el Expediente **********del comité Interdisciplinario Evaluador se reclama la omisión de integrar correcta y completamente el expediente relativo al suscrito, pues dicha falta repercutió en la resolución de fecha 18 de Agosto de 2021, emitida por el Pleno de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y en especial se enuncian las siguientes omisiones al respecto:

Omisión de recabar el detalle de las necesidades requeridas por el suscrito en mi calidad de víctima para enfrentar la violación a mis derechos humanos artículo 150, fracción III, de la ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.

La resolución reclamada viola los principios de legalidad y debido proceso, porque la autoridad omitió recabar informes, dictámenes y realizar los requerimientos necesarios para allegarse de elementos para dictar una resolución que resarciera de manera efectiva los daños dado que la responsable incumplió con la obligación que establecen los artículos 150, 151 y 152 de la Ley de Atención a Víctimas del estado de San Luis Potosí, de integrar debidamente el expediente, ya que:

I.- Debió allegarse de información suficiente para determinar los perjuicios o lucro cesante de la víctima directa o en su caso, requerirla a efecto de que manifestara si se encontraba trabajando y exhibiera los documentos o pruebas con las que acreditara los beneficios que pudo haber obtenido de no haber resentido el hecho ilícito.

II.- Omitió allegarse de los dictámenes médicos correspondientes al daño físico sufrido por las víctimas directas por las lesiones físicas sufridas durante el hecho victimizante.

III.- Debió solicitar las constancias que considerara necesarias para evaluar a título de medidas de rehabilitación que buscan hacer accesible a la víctima enfrentar los efectos sufridos como consecuencia del delito, cuáles serían las adecuadas para su reintegración social.

Omisión de integrar al expediente el estudio de trabajo social elaborado por el Comité Interdisciplinario Evaluador en el que se haga una relación de las condiciones de victimización que enfrente como víctima y las necesidades que requiero satisfacer para enfrentar las secuelas de la victimización artículo 151, fracción I de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.

Omisión de integrar al expediente el dictamen médico donde se especifiquen las afectaciones sufridas, las secuelas, tratamiento y demás necesidades que requiero como víctima para mi recuperación artículo 151, fracción II, de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.

Omisión de integrar al expediente el dictamen psicológico en donde se especifique las necesidades que requieren ser cubiertas para la recuperación del suscrito artículo 151, fracción III, de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, en su apartado denominado VIII. PLAN DE REPARACIÓN INTEGRAL, Medida de Restitución que se encuentra a foja 19 numeral 71 dice:

“de acuerdo a lo que establecen los artículos 26 fracción I y 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado, así como el artículo 34, fracción I de su reglamento que a la letra dicen:”

…

Artículos antes mencionados que no se encuentran cumplidos ni satisfechos por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas de San Luis Potosí en cuanto a que el suscrito tengo derecho a que la restitución se busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos y restablecimiento a mi empleo que venía desempeñando como AGENTE DE POLICÍA B perteneciente a la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, esto a razón de que con fundamento al artículo 61 fracción VII se refiere como una medida de restitución esto es que se me devuelva al suscrito  la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de mis derechos humanos y estar en una MAXIMA PROTECCIÓN A MIS DERECHOS.

El comité interdisciplinario evaluador fue omiso en integrar una adecuada carpeta respectiva tal y como lo dispone el artículo 151 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado.
…

La resolución reclamada viola el derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17  constitucional, pues en el capítulo relativo a “rehabilitación”, la autoridad responsable no es clara en señalar en qué consisten las gestiones que se llevarán a cabo para recibir la atención médica y psiquiátrica, ni el periodo de tiempo por el cual los quejosos recibirán dicha atención, generando además incertidumbre jurídica.

En cuanto hace AL PLAN DE REPARACIÓN INTEGRAL en su apartado de Medida de Compensación y Daños en la Integridad física, en sus números 87, 88, 89, 90, 91, 92 y 93, a fojas 23, 24 y 25 viola el derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 constitucional, pues, la Comisión Estatal de Atención a Víctimas del Estado no es clara en señalar en qué consisten las gestiones que se llevarán a cabo para recibir la atención médica y psiquiátrica, ni el periodo de tiempo por el cual los quejosos recibirán dicha atención, generando además incertidumbre jurídica.

En cuanto hace AL PLAN DE REPARACIÓN INTEGRAL en su apartado de LUCRO CESANTE Y FALTA DE OPORTUNIDADES foja 28 y 29, la resolución reclamada viola los principios de legalidad y debido proceso, porque la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Estado omitió recabar informes y dictámenes y realizar los requerimientos necesarios para allegarse de elementos para dictar una resolución que resarciera de manera efectiva los daños, dado que la responsable incumplió con la obligación que establecen los artículos 150, 151 y 152 de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, de integrar debidamente el expediente, ya que: (I) debió allegarse de información suficiente para determinar los perjuicios o lucro cesante de la víctima directa o, en su caso, requerirla a efecto de que manifestara si se encontraba trabajando y exhibiera lo documentos o pruebas con la que acreditara los beneficios que pudo haber obtenido de no haber resentido el hecho ilícito;

II omitió allegarse de los dictámenes médicos correspondientes al daño físico sufrido por las lesiones físicas sufridas durante el hecho victimizante y 

III debió solicitar las constancias que considerara necesarias para evaluar título de medidas de rehabilitación que buscan hacer accesible a la víctima enfrentar los efectos sufridos como consecuencia del delito, cuáles serían las adecuadas para su integración social.

La resolución reclamada resulta deficiente y no toma en cuenta ni evalúa los aspectos señalados, por lo cual se emitió una indemnización inadecuada que es violatoria del derecho a la reparación integral.

…

Ahora bien, la omisión por parte del comité interdisciplinario evaluador por la omisión de recabar correctamente el expediente, el suscrito fui dado de baja como policía B de la Dirección General de Seguridad Pública durante el tiempo que me encontraba en prisión en fecha 13 de julio de 2012 por una detención arbitraria, siendo objeto de actos de tortura, encarcelamiento de manera injusta, acusado de ser autor intelectual del homicidio de **********dentro del expediente número ********** del Juzgado Primero penal y posteriormente expediente ********** del Juzgado Octavo de Ramo Penal y es hasta en fecha 13 de febrero de 2019 el Juez Octavo de Ramo Penal reconoce y corrobora mi inocencia y dicto sentencia absolutoria dentro del expediente **********, esto es existieron violaciones a mis derechos humanos de acuerdo a la recomendación número ********** emitida por la CNDH.
Ahora bien, es mi derecho como víctima la reparación integral la cual debe comprender la restitución a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito, y en el artículo 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado comprende como medida de restitución en su fracción VII Reintegración al Empleo como medida de reparación Integral. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas debió de pronunciarse respecto al lucro cesante y falta de oportunidades del suscrito toda vez que fui dado de baja de una manera arbitraria violentando mis derechos humanos, es así a razón de que con fundamento a lo estipulado 123 apartado B fracción  XIII párrafo segundo que a la letra dice:

…

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en el artículo 68 de esta Ley, consistirá en apoyo económico cuya cuantía tomara en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en el artículo 67 de este ordenamiento. En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los Recursos de Ayuda, no se tomarán en consideración para la determinación de la compensación. La Comisión Ejecutiva o las Comisiones de víctimas, según corresponda, expedirán los lineamientos respectivos a efecto de que a la víctima no se le cause mayores cargas de comprobación.
Esto es que el artículo 64 de la Ley de Atención a Víctimas para el estado refiere el error judicial y que los perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo de las fracciones I  a la VIII.
Que es menester manifestar que si bien es cierto que fue instaurado en mi contra un procedimiento por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado identificado con el consecutivo No. **********, del cual recayó la resolución de baja o cese que le fue decretada con fecha 24 de abril de 2012 emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.

Dicha resolución quedo sin efecto en la RESOLUCIÓN DEFINITIVA dictad en el Juicio de Nulidad No. ********** de FECHA VEINTISÉIS DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 95 fracciones II y III, 96 y 97, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicable al momento de emitida la resolución impugnada; determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados en el escrito de ampliación de demanda, consistente en: 1.- La Resolución de baja del 24 de abril de 2012, decretada al actor dentro del expediente **********, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; y 2.- La notificación de fecha 13 de julio de 2012, de la resolución de baja o cese que le fue decretada con fecha 24 de abril de 2012; y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA  de las mismas, dejándolas sin efecto legal alguno, al ser afectados sus derechos, por la violación a los derechos humanos del debido proceso, previsto en los artículos 14 y 16 Constitucionales; de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia, debiendo la autoridad demandada restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados.

…

En cuanto al PLAN DE REPARACIÓN INTEGRAL en su apartado 106. Daño patrimonial (material) y pago de gastos y costas judiciales por asesoría jurídica particular, en fecha 05 de marzo de 2019 y anexo a la solicitud de 1 de agosto de 2019 la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas aplico un criterio estricto de acreditación fehaciente de los gastos de la asesoría y defensa jurídica privada pues exigió  a las víctimas como condición para determinar un monto de compensación, la documentación para acreditarlos toda vez que refiere: “es de precisarse que a consecuencia de los hechos víctimizantes el solicitante recurrió a la defensa jurídica privada, la cual en su escrito de 05 de marzo de 2019 y anexo de su solicitud de 1 de agosto de 2019, ascendió a la cantidad de $********  respecto de la cual, omitió acompañar comprobante fiscal en que se acreditara la cantidad erogada, contrato de prestación de servicios profesionales celebrados por el y algún abogado particular o bien documentos que evidenciaran el tipo de servicio y cada una de las actuaciones intentadas para llegar a ese monto

…”
Por su parte la autoridad demandada en la contestación de demanda sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada señalando que se encuentra debidamente fundada y motivada.

Una vez analizados los motivos de disenso del actor y analizadas las pruebas aportadas en el presente juicio, esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, considera que resultan parcialmente  fundados pero  suficientes para declarar la nulidad de la resolución controvertida, con base en las siguientes consideraciones:
En primer lugar, los agravios de la parte accionante se encuentran encaminados a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Así mismo, debe de contestar cada uno de los argumentos que fueron expuestos por la parte actora en su escrito presentado al procedimiento rescisorio que se instauro en su contra, ello con la finalidad de resolver lo verdaderamente planteado en su defensa, y en consecuencia resolver en base a los argumentos expuestos por las partes en dicho procedimiento; tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Ahora bien, la parte actora en el único concepto de impugnación en primer término se duele que hubo una omisión de integrar al expediente el estudio de trabajo social, el dictamen médico,  y el dictamen psicológico.

En primer término esta Sala Unitaria procede a la transcripción del artículo 151 de la ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, situación que se realiza a continuación:

Artículo 151. En el caso de la solicitud de ayuda o apoyo deberá agregarse además:

I. Estudio de trabajo social elaborado por el Comité Interdisciplinario Evaluador en el que se haga una relación de las condiciones de victimización que enfrenta la víctima y las necesidades que requiere satisfacer para enfrentar las secuelas de la victimización;

II. Dictamen médico, en los casos que se requieran, donde se especifique las afectaciones sufridas, las secuelas y el tratamiento, prótesis y demás necesidades que requiere la persona para su recuperación;

III. Dictamen psicológico en caso de que la víctima requiera atención a la salud mental donde se especifique las necesidades que requieren ser cubiertas para la recuperación de la víctima, y

IV. Propuesta de resolución que se propone adopte la Comisión Ejecutiva Estatal donde se justifique y argumente jurídicamente la necesidad de dicha ayuda.

La víctima sólo estará obligada a entregar la información, documentación y pruebas que obren en su poder. Es responsabilidad del Comité Interdisciplinario Evaluador lograr a integración dela carpeta respectiva. 

De lo anteriormente transcrito, se desprende claramente que se deberá de agregar el estudio de trabajo social, el dictamen médico y el dictamen psicológico, entre otras cosas.
En ese sentido, resulta infundado el concepto de impugnación que en este acto se analiza, en virtud de las siguientes consideraciones.

Referente al estudio de trabajo social, el mismo obra en la copia digitalizada de los documentos que integran el expediente **********, archivo guardado con el nombre “14.ESTUDIO SOCIAL 05-AGOSTO-2019”, documental que fue acompañada por la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, y el cual se digitaliza a continuación:

DIGITALIZACIÓN
De lo anteriormente digitalizado se desprende que la autoridad demandada si realizó el estudio de trabajo social, por lo que deviene de infundado en ese sentido el concepto de impugnación que en este acto se analiza.

Por otra parte, obra en la resolución impugnada en los párrafos 79, 80 y 81, que a la parte actora le realizaron los dictámenes médicos y psicológicos, resultando conveniente realizar la digitalización de los párrafos anteriormente mencionados:

DIGITALIZACIÓN


Motivo de lo anterior, es de declararse infundado el concepto de impugnación que en este acto se analiza, ya que ha quedado demostrado que en dicho asunto, si se llevaron a cabo los dictámenes médicos y psicológicos, así como el estudio de trabajo social, previstos en el artículo 151 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí.
En segundo término, la parte actora se duele del Plan de Reparación Integral, en su apartado de Lucro Cesante y Falta de Oportunidades, por el incumplimiento a los artículos 26 y 61 fracción VII, en virtud de que menciona que no se encuentran cumplidos ni satisfechos por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas de San Luis Potosí en cuanto a que la parte actora tenía derecho a la restitución, buscando devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos y restablecimiento a su empleo que venía desempeñando como Agente de Policía B, perteneciente a la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, ello en razón de ser una medida de restitución de que se le devuelva a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos y estar en una máxima protección a sus derechos.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de establecer que la parte actora  fue dada de baja mediante la resolución de fecha veinticuatro de abril del dos mil doce, misma que fue decretada al actor en el cargo que desempeñaba como Policía “B” de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad del Estado, por causas ajenas a las del presente juicio, situación que se estableció en el expediente **********, seguido en la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, el cual se tiene a la vista al momento de dictar la presente resolución, y en el que con fecha veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve, se dictó sentencia en donde se decreta la Ilegalidad e Invalidez de los actos impugnados, sin embargo por disposición Constitucional se dictó que no procedía la reinstalación del mismo en su puesto de trabajo, teniendo como sustento la siguiente jurisprudencia:

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 2013440

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Laboral

Tesis: 2a./J. 198/2016 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo I, página 505

Tipo: Jurisprudencia

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)].

En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustificada; ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio. Además, de la propia normativa constitucional se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir que fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en esos ordenamientos.

Tal y como se puede advertir, en el caso de los policías al tratarse de una relación administrativa con el Estado, no procede la reinstalación en su empleo, motivo por el cual a la parte actora no le es aplicable lo dispuesto por el artículo 61 fracción VII de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis  Potosí, es decir, la reincorporación en el empleo, por lo que el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, aunado a que la restitución de los derechos de la parte actora de la baja de la que fue objeto ya quedo establecida en la sentencia definitiva de fecha veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve dentro del expediente **********, seguido en la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal. 
En Tercer lugar la parte actora controvierte la resolución reclamada en virtud de que en el plan de reparación integral en su apartado de medida de rehabilitación, medidas de compensación y daños en la integridad, se viola el derecho de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 constitucional, pues en el capítulo relativo a “rehabilitación”, la autoridad responsable no es clara en señalar en qué consisten las gestiones que se llevarán a cabo para recibir la atención médica  psiquiátrica, ni el periodo de tiempo por el cual los quejosos recibirán dicha atención, generando una incertidumbre jurídica.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones.

En primer término, resulta conveniente realizar la digitalización de los párrafos 82, 83 y 86 de la resolución que se impugna, situación que se realiza a continuación.

DIGITALIZACIÓN
De lo anteriormente digitalizado, se deprenden principalmente las siguientes consideraciones:

I.- Que el C. ********** no cuenta con acceso a servicios de atención médica, psicológica y psiquiátrica;

II.- Que se determina como medida de rehabilitación primera que la comisión Ejecutiva deje a disposición de la víctima, su esposa, hijas e hijo, el servicio de psicología con que cuenta dicha Comisión;

III.- Así mismo, deja a disposición de las personas anteriormente referidas el acompañamiento a diversa institución de salud pública que pueda garantizar su incorporación al sistema de salud, la valoración médica y atención médica, psicológica y psiquiátrica, necesarios para la rehabilitación de las afectaciones causadas por la violación de derechos humanos;
IV.- Que dicha medida exclusivamente podrá ser extensiva a la víctima, para el caso de que la institución de salud a la que acuda o a la que sea enviada por la Comisión Ejecutiva, no cumpla con la asistencia médica gratuita para atender las afectaciones que deriven del hecho victimizante y ello represente una erogación a la víctima, esta podrá solicitar a dicha Comisión Ejecutiva el apoyo de pago directo o reembolso de comprobantes fiscales relacionados a la atención especializada o suministro de medicamentos, previo agote del procedimiento establecido en las Reglas de Operación del Fondo Estatal, al acceso a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, bajo las excepciones que derivan de los mismos preceptos legales de referencia;

V.- Que dicho servicio podrá dar inicio tan pronto se establezca comunicación con la Dirección General de Unidad de Primer Contacto, ubicada en **********. 

Motivo de lo anterior, se desprende que en las medidas de rehabilitación se considera por esta Segunda Sala Unitaria que la autoridad demandada es clara en señalar en qué consisten las gestiones que se llevarán a cabo para recibir la atención médica y psiquiátrica, motivo por el cual resulta ser infundado el concepto de impugnación que en este acto se analiza.
En Cuarto lugar la parte actora controvierte la resolución en cuanto al plan de reparación integral en su apartado 106, daño patrimonial (material) y pago de gastos y costas judiciales por asesoría jurídica particular, en atención a que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas aplico un criterio estricto de acreditación fehaciente de los gastos de la asesoría y defensa jurídica privada pues exigió a las víctimas como condición para determinar un monto de compensación, la documentación para acreditarlos toda vez que refiere: “es de precisarse que a consecuencia de los hechos victimizantes el solicitante recurrió a la defensa jurídica privada, la cual en su escrito de 05 de marzo de 2019 y anexo de su solicitud de 1 de agosto de 2019, ascendió a la cantidad de $********** respecto de la cual, omitió acompañar comprobante fiscal en que se acreditara la cantidad erogada, contrato de prestación de servicios profesionales celebrados por él y algún abogado particular o bien documentos que evidenciaran el tipo de servicio y cada una de las actuaciones intentadas para llegar a ese monto”.
A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser parcialmente fundado, y suficiente para decretar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado.

En primer término resulta conveniente realizar la transcripción del artículo 64, fracción VI, y último párrafo del artículo 151, de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, mismo que dicta lo siguiente:

“ARTICULO 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y perdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que establece esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros como mínimo:

…

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado;

…”

“ARTÍCULO 151.  En el caso de la solicitud de ayuda o apoyo deberá agregarse además:

…

La víctima sólo estará obligada a entregar la información, documentación y pruebas que obren en su poder. Es responsabilidad del Comité Interdisciplinario Evaluador lograr la integración de la carpeta respectiva.”
De los artículos anteriormente transcritos se desprende que la compensación se otorgara por todos los perjuicios sufrimientos y perdidas económicamente evaluables, incluyendo el pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado.
Así mismo, se establece que la víctima sólo estará obligada a entregar la información, documentación y pruebas que obren en su poder; y que es, responsabilidad del Comité Interdisciplinario Evaluador lograr la integración de la carpeta respectiva.
Es decir, en este sentido se tiene que ante la falta de documentación alguna, es responsabilidad del Comité Interdisciplinario Evaluador lograr la integración de la carpeta respectiva, por lo que en todo caso para poder determinar el pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico privado, tenía la obligación de requerir el contrato de prestación de servicios a la parte actora, y no basarse en el Arancel de Abogados para el Estado de San Luis Potosí.

Motivo por el cual, es de declararse la ilegalidad e invalidez de la resolución impugnada, para el efecto de que la autoridad demandada tome en cuenta al momento de resolver sobre el pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico privado, el contrato privado de prestación de servicios profesionales para la representación legal y defensa jurídica en el proceso penal Instaurado en su contra identificado con el número ********** del Juzgado Primero del Ramo Penal ahora ********** del Juzgado Octavo del ramo penal del Primer Distrito en el Estado de San Luis Potosí, documental que fue acompañada por la parte actora en el expediente en el que se actúa, y que obra a foja 37 del expediente en el que se actúa, misma que se valora de conformidad con lo establecido por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo del Estado. 
En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II y III, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en; la Resolución dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas dentro del expediente ********** de fecha dieciocho de agosto de dos mil veintiuno, el cual obra en fojas 15 a la 32 de este sumario; y por consecuencia se decreta su NULIDAD PARCIAL, para el efecto de que la autoridad demandada, emita una nueva resolución en la que siguiendo los lineamientos de esta sentencia, analice el pago de los gastos y costas judiciales del asesor jurídico privado de la parte actora.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II y III, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la resolución dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas dentro del expediente ********** de fecha dieciocho de agosto del dos mil veintiuno; por las razones y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


(…)


V. Estar fundado y motivado…”





ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


(…)


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado…”





ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época.


� Séptima Época Registro: 238369 Instancia: Segunda Sala Tesis aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volumen: 80, Tercera Parte Materias: administrativa y común  Página: 36


� Séptima Época Registro: 238212 Instancia: Segunda Sala Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación Volúmenes: 97-102, Tercera Parte Materia: común Página: 143





